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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 

TESIS ABRIL 
 

Registro digital: 2026251 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 52/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
APELACIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN LA AUDIENCIA DE INDIVIDUALIZACIÓN 
DE SANCIONES. PROCEDE CUANDO ESA RESOLUCIÓN LA DICTA UN TRIBUNAL DE 
ENJUICIAMIENTO ATENDIENDO A LA DETERMINACIÓN DE UN TRIBUNAL DE ALZADA QUE REVOCA 
UNA SENTENCIA ABSOLUTORIA Y LE DEVUELVE EL ASUNTO PARA IMPONER LAS PENAS. 
 
Hechos: En un procedimiento penal acusatorio, tres personas fueron denunciadas porque se 
consideró que cometieron el delito de fraude procesal. Ante ello en primera instancia se dictó 
sentencia absolutoria en su favor. La parte ofendida interpuso recurso de apelación y el tribunal de 
apelación revocó la sentencia absolutoria porque consideró acreditados los elementos del delito y 
la responsabilidad penal y ordenó devolver los autos al tribunal de enjuiciamiento para la 
celebración de las audiencias de individualización de sanciones y las restantes consecuencias 
jurídicas. Inconformes las personas sentenciadas promovieron un juicio de amparo directo que fue 
atraído por la Suprema Corte. 
 
Criterio jurídico: Cuando previamente en segunda instancia se revocó una sentencia absolutoria y 
se emitió un fallo condenatorio que devolvió el asunto al tribunal de juicio oral para individualizar 
las penas, es procedente el recurso de apelación en contra de esta última resolución porque forma 
parte de la sentencia en el sistema penal acusatorio. 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  
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DEL 24 DE MARZO AL 21 DE ABRIL DE 2023 
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Justificación: Los preceptos 468, fracción II, y 479, del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establecen que será apelable la sentencia definitiva y que la resolución de apelación confirmará, 
modificará o revocará el fallo impugnado, lo que revela que ese recurso es el mecanismo de control 
jurisdiccional sobre la sentencia definitiva de primer grado, y por ende, produce una nueva 
determinación en "sustitución" que generalmente aborda la totalidad de las cuestiones debatidas 
en la controversia. 
Por otra parte, tenemos que para el dictado de la sentencia, el legislador determinó que pueden 
desarrollarse las siguientes audiencias: a) de juicio (relativa al fallo de condena o absolución); b) de 
individualización de las sanciones y reparación del daño (en caso de condenatoria); y c) de 
explicación de la sentencia. 
En ese sentido, si un tribunal de apelación revoca una sentencia absolutoria emitida por un tribunal 
de enjuiciamiento, al considerar acreditados los elementos del delito y la responsabilidad penal, por 
lo que dicta una sentencia de condena y además ordena devolver los registros de la causa penal 
para la celebración de las audiencias de individualización de sanciones y las restantes consecuencias 
jurídicas, entonces, de conformidad con la referida porción del precepto 468, es procedente el 
recurso de apelación hecho valer en contra de la determinación del tribunal de enjuiciamiento en la 
audiencia de individualización de sanciones, con independencia de que se hubiera sustanciado 
previamente la apelación respecto del fallo de condena, pues la imposición de las penas forma parte 
de la sentencia condenatoria, siempre que se interponga de manera oportuna. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 19/2020. Edith Romero Rodríguez y otras. 9 de febrero de 2022. Mayoría de cuatro 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministra presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales. 
 
Tesis de jurisprudencia 52/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2026257 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 26/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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BENEFICIOS PRELIBERACIONALES. LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE EJECUCIÓN DE SANCIONES, 
APLICABLE PARA SU ESTUDIO, ES LA VIGENTE AL MOMENTO EN QUE SE DICTA SENTENCIA 
EJECUTORIADA DE CONDENA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron posturas divergentes al determinar 
cuál era la legislación aplicable para el estudio de la solicitud de beneficios penitenciarios; uno de 
ellos, sustancialmente, consideró que la legislación sobre beneficios preliberacionales aplicable era 
la vigente al momento de los hechos que motivaron la condena penal; mientras que el otro estimó 
que lo era la legislación vigente al momento del dictado de la sentencia de condena. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
legislación en materia de ejecución de sanciones penales, aplicable para el estudio de los beneficios 
preliberacionales, es la vigente al momento en que se dicta sentencia ejecutoriada de condena en 
contra del solicitante. 
 
Justificación: De acuerdo con la teoría de los derechos adquiridos y las expectativas de derecho, que 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha asumido para la interpretación del primer párrafo 
del artículo 14 constitucional, se concluye que la sentencia condenatoria en el proceso penal 
constituye el presupuesto necesario para la imposición de sanciones penales; y esto último es, a su 
vez, condición necesaria para transitar hacia la etapa de ejecución de penas. En ese sentido, no es 
sino hasta que se pronuncia fallo de condena, que válidamente se puede afirmar que surge el 
derecho subjetivo en favor de la persona sentenciada para lograr su reinserción social, el cual se 
puede materializar a través de las herramientas legalmente establecidas por el legislador para tal 
efecto, como son precisamente los beneficios preliberacionales. Así, en cualquier momento previo 
a la sentencia condenatoria, el eventual acceso a tales beneficios será sólo una expectativa de 
derecho que se encuentra supeditada al nacimiento, en la esfera jurídica de la persona sentenciada, 
del derecho fundamental de reinserción social que, a su vez depende de que la conclusión del 
proceso penal sea en sentido condenatorio. Por tanto, la legislación en materia de ejecución de 
sanciones penales, aplicable para el estudio de los beneficios preliberacionales, es la vigente al 
momento en que se dicta sentencia ejecutoriada de condena en contra del solicitante, pues en ese 
momento emerge en su haber jurídico, el derecho subjetivo a la reinserción social con sus 
particularidades, como son los aludidos beneficios preliberacionales. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de tesis 18/2022. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 7 de 
diciembre de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 737/2017, el cual dio origen a la tesis aislada III.2o.P.159 P (10a.), de título y 
subtítulo: "BENEFICIO PRELIBERACIONAL. PARA DETERMINAR SOBRE SU OTORGAMIENTO, DEBE 
APLICARSE LA LEGISLACIÓN EN MATERIA DE EJECUCIÓN DE PENAS QUE OTORGA MAYOR BENEFICIO 
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AL SENTENCIADO."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 68, julio de 2019, Tomo III, página 2105, con número de registro digital: 2020295; y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 317/2019, en el que con apoyo en la teoría de los derechos adquiridos, señaló 
que al momento de la detención del quejoso, únicamente nacía la expectativa de que fuera 
sancionado penalmente, conforme al catálogo de tipos y penas previstos en la ley vigente al 
momento del hecho. Consecuentemente, en ese momento no surgía la expectativa de acceder a los 
beneficios de ejecución de sanciones, previstos en la legislación de la materia. Se precisó que el 
objeto del proceso penal era esclarecer la existencia de un hecho que la ley señalaba como delito, 
así como la intervención del imputado en su comisión. Finalidad cuyo entendimiento armónico con 
el principio de presunción de inocencia exigía que la imposición de sanciones se erigiera como una 
expectativa supeditada a la previa demostración del delito y la responsabilidad penal. Por tanto, no 
era jurídicamente viable afirmar que el derecho de acceso a los beneficios penitenciarios, se adquiría 
desde el momento en que se concretaban los hechos en que posteriormente se apoyaba la condena; 
pues de considerarlo así, implicaba la presunción de culpabilidad del sujeto. En ese orden de ideas, 
la certeza sobre las condiciones en que habrían de ejecutarse las sanciones penales, se adquiría 
hasta el momento en que se colmaba la existencia de un hecho que la ley señalaba como delito y se 
justificaba la responsabilidad del inculpado en su comisión. Consecuentemente, una ley en materia 
de ejecución de sanciones penales, vigente al momento de los hechos, pero abrogada al tiempo de 
dictar sentencia, no formaba parte del dominio o haber jurídico del procesado; sino únicamente 
constituía una expectativa de derecho que dependía de la efectiva existencia de condena e 
imposición de sanciones. De esta manera, la legislación aplicable en materia de beneficios 
penitenciarios, era la vigente cuando se dictaba sentencia de condena y no la que era aplicable al 
momento de los hechos. 
 
Tesis de jurisprudencia 26/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de quince de febrero de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026288 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 3/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
PENSIÓN ALIMENTICIA DE LA PERSONA MENOR DE EDAD. NO ES UNA OBLIGACIÓN PARA EL 
PROGENITOR QUE EJERCE LA GUARDA Y CUSTODIA RENDIR CUENTAS DE SU ADMINISTRACIÓN AL 
DEUDOR ALIMENTARIO, PERO SÍ DEBE BRINDARLE A ÉSTE PARTICIPACIÓN ACTIVA, EQUITATIVA Y 
TRANSPARENTE EN LA CRIANZA DEL MENOR DE EDAD. 



5 
 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios contradictorios 
en relación con la obligación del progenitor que ejerce la guarda y custodia de una persona menor 
de edad que recibe una pensión alimenticia, de rendir cuentas en cualquier momento respecto de 
los recursos destinados a ésta, pues mientras unos Tribunales determinaron que el progenitor que 
ejerce la guarda y custodia que recibe una pensión alimenticia en favor de una persona menor de 
edad, está obligado a rendir cuentas en cualquier momento al deudor alimentario, los otros órganos 
colegiados indicaron que no existe esta obligación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, como 
regla general, no es una obligación para el progenitor que ejerce la guarda y custodia rendir cuentas 
de la administración de la pensión alimentaria de la persona menor de edad al deudor alimentario, 
por resultar irrazonable y desproporcionado en términos de la naturaleza de esta institución 
familiar, así como de sus responsabilidades parentales, las cuales se ejercen bajo la presunción de 
buena fe y diligencia. Sin embargo, sí corresponde a quien custodia a la persona menor de edad 
brindar participación activa, equitativa y transparente en la crianza al progenitor que otorga la 
pensión para ésta, de acuerdo con los estándares de corresponsabilidad parental y siempre en 
función del interés superior del niño o la niña. Además, en caso de presentarse elementos reales y 
objetivos sobre el manejo indebido o negligente en la administración de dicha pensión alimenticia, 
de manera excepcional, el demandante podrá plantearlo ante el Juez competente a fin de que, con 
las facultades de tutela judicial efectiva del juzgador, pueda verificar los elementos de prueba 
brindados por la parte demandante y, en su caso, adoptar las medidas necesarias a fin de corregir 
tal situación, atendiendo siempre como principio rector, el interés superior de la niñez. 
 
Justificación: De conformidad con el parámetro de regularidad relacionado con el interés superior 
del menor de edad, el orden público de los alimentos a las personas menores de edad y de 
corresponsabilidad parental en la crianza, se desprende que cada uno de los progenitores que se 
encuentran separados tiene obligaciones particulares respecto de la persona menor de edad. Por 
una parte, el deudor alimentario (no custodio) tiene el deber de brindar en tiempo y forma la 
pensión alimenticia que le corresponde, con consecuencias legales derivadas de su incumplimiento. 
Mientras que el progenitor que ejerce la guarda y custodia tiene la obligación de administrar la 
pensión en favor del niño o la niña atendiendo a los criterios de diligencia, oportunidad e 
integralidad. Pero adicionalmente, ambos progenitores también comparten responsabilidades en la 
crianza y desarrollo de la persona menor de edad. Por lo que, quien otorga la pensión alimenticia 
también debe poder participar en la toma de decisiones relevantes de la crianza de la persona 
menor de edad en aras de garantizar su interés superior, en atención también del artículo 426 del 
Código Civil para el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) y análogos. Sin embargo, lo anterior no 
genera una obligación a quien ejerce la guarda y custodia de rendir cuentas en cualquier momento 
al deudor alimentario respecto de la pensión alimenticia de la persona menor de edad, ya que ello 
resultaría desproporcionado e irrazonable, pues implicaría una labor y carga adicional a sus labores 
de cuidado y crianza, que además resultaría de difícil realización por las características de 
interrelación de los aspectos materiales e inmateriales del ejercicio de la misma. Reiterando que el 
objetivo de la obligación alimentaria comprende, por un lado, la cantidad económica 
correspondiente a través del monto de la pensión y, por el otro lado, los medios necesarios para 
garantizar las necesidades del acreedor alimentario, su disociación, particularmente contable, no 
resulta del todo factible ni razonable en el supuesto concreto. Consecuentemente, en función de 
las características de la institución alimentaria, propias del derecho de familia, en términos de la 
igualdad y no subordinación de los progenitores, aquélla no puede ser asimilable o equiparable a 
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otras figuras en las que es exigible la rendición de cuentas de los bienes administrados, como el 
mandato, albacea, gestor, etcétera. Además, no se desprende esta obligación expresa en la 
legislación aplicable sobre la rendición de cuentas para este particular supuesto familiar. Por lo que, 
disposiciones tales como los artículos 425, 439 y 441 del Código Civil para el Distrito Federal (hoy 
Ciudad de México) y análogos, se deben interpretar en el sentido que, de manera excepcional, en 
el caso en que se aleguen irregularidades en la administración de esta pensión, corresponde al 
demandante brindar elementos razonables y objetivos sobre la situación que pretende ventilar en 
sede judicial en aras de garantizar el interés superior del menor de edad, para lo cual el Juez 
competente cuenta con facultades para adoptar los medios más adecuados para este objetivo. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 170/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Materia Civil del Primer 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 26 de octubre de 2022. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón Gamboa. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
22/2021, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/14 C (11a.), de rubro: "PENSIÓN 
ALIMENTICIA. EL PROGENITOR QUE EJERCE LA GUARDA Y CUSTODIA NO SE ENCUENTRA OBLIGADO 
A RENDIR CUENTAS DE LA PENSIÓN QUE RECIBA DEL DEUDOR ALIMENTARIO PARA SATISFACER LAS 
NECESIDADES DEL MENOR DE EDAD QUE TIENE A SU CARGO.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 1 de abril a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 12, Tomo III, abril de 2022, página 2102, con número de registro 
digital: 2024389; 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 334/2019 y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 196/2013, en los que concluyeron que no es dable exigir o imponer a la parte 
acreedora alimentista, una rendición de cuentas frente al deudor, con respecto a la administración 
de la pensión alimenticia, pues ello es excesivo, ya que el principal objetivo es atender la 
subsistencia del menor de edad y no la gestión sobre el numerario por concepto de pensión. 
Además, el objeto de la obligación alimentaria no se reduce sólo a la cantidad de dinero que se 
asigna mediante una pensión, pues también se conforma por otros actos para satisfacer los 
requerimientos del menor; es decir, la función del progenitor que ejerce la guarda y custodia no se 
limita a la de un administrador de bienes, ya que debe realizar actos encaminados a salvaguardar su 
educación, vestido, habitación, atención médica y demás necesidades básicas. Adicionalmente, no 
existe disposición legal que establezca tal obligación; y, 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 29/2020 y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver los amparos en revisión 320/2019 y 173/2021, en los que consideraron, en esencia, que 
cuando la madre o el padre de los menores llevan a cabo la administración de las cantidades 
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asignadas a sus hijos a título de pensión alimenticia, se encuentran obligados a rendir cuentas acerca 
del dinero otorgado por el deudor por concepto de pensión alimenticia, ya que se actúa asimilando 
a un mandatario de los bienes. Así, la finalidad del incidente de rendición de cuentas debe 
entenderse como un derecho del menor con el fin de que se informe al deudor alimentario, la forma 
en que el monto erogado se aplica a su favor, pues los intereses del menor deben ser protegidos. 
 
Tesis de jurisprudencia 3/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026290 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 54/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PERSONA PRIVADA CON PROYECCIÓN PÚBLICA. ES INCONSTITUCIONAL CONSIDERAR QUE SE 
TIENE ESE CARÁCTER POR LA SOLA CIRCUNSTANCIA DE QUE UNA PERSONA SEA IMPUTADA EN 
UN PROCESO PENAL. 
 
Hechos: En un juicio en la vía ordinaria civil se demandó a una empresa editorial la responsabilidad 
por daño moral, derivado de que ésta publicó una nota periodística en la que dio a conocer los 
motivos de la detención de una persona, en la cual insertó su fotografía y datos personales sin su 
consentimiento. Al conocer del juicio de amparo promovido por la empresa editorial demandada, 
el Tribunal Colegiado de Circuito consideró que debe ponderarse el posible interés público de la 
información y la naturaleza del acto, a efecto de determinar si una persona está obligada a tolerar 
un mayor grado de intromisión en sus derechos a la vida privada y al honor, en virtud de tener la 
calidad de indiciada en un proceso penal. A partir de ello determinó que, dado que el tema analizado 
en la nota versaba sobre una cuestión penal y la persona tenía la calidad de indiciada, debía 
considerársele como una persona privada con proyección pública y que, como la información 
difundida en la publicación era veraz, por tener relación directa con una denuncia, no se vulneró su 
derecho al honor ni a la presunción de inocencia. En desacuerdo, la parte actora del juicio de origen 
interpuso un recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: Es inconstitucional considerar a cualquier persona imputada en un hecho delictivo 
como una persona privada con proyección pública con el objeto de divulgar su nombre y su 
fotografía. De adoptar esta postura, se llegaría al extremo de considerar que toda nota periodística 
podría vincularse con un hecho de relevancia pública, exponiendo la privacidad de las personas 
involucradas, mediante la publicación de su imagen y datos en los medios de comunicación, sin 
limitación legal alguna. 
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Justificación: Si bien existe interés público respecto de hechos delictivos, no es constitucional 
categorizar a alguien como una figura pública únicamente porque se trata de una persona que tiene 
el carácter de indiciada en un proceso penal. Fijar una regla general en ese sentido generaría un 
criterio sobreinclusivo que distorsionaría la categoría constitucional de figura pública y que además 
atentaría contra el principio de presunción de inocencia, que a su vez protege otros derechos 
fundamentales, como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre. 
El proporcionar información sobre eventos de interés nacional para un debido ejercicio del derecho 
a la información no puede justificar la violación de los derechos fundamentales de las personas 
detenidas o acusadas, como puede ser la exhibición de sus datos personales (nombre e imagen) en 
los medios de comunicación. Lo anterior no implica la prohibición de que se divulgue información 
que efectivamente sea de interés público, pero en esos casos, deben entrar en juego los parámetros 
de protección de la libertad de expresión y el derecho a la información; en particular, el estándar 
relativo a la "real malicia" o "malicia efectiva". 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 2661/2021. Unión Editorialista S.A. de C.V. 25 de mayo de 2022. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien está con el sentido, pero por consideraciones distintas y formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse 
Ávalos Núñez y Emma Magnolia Ayala Rivera. 
 
Tesis de jurisprudencia 54/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintinueve de marzo de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026311 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a. I/2023 (10a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 
TOMA DE MUESTRAS DE FLUIDOS CORPORALES. LA REGULACIÓN PARA OBTENERLAS EN CONTRA 
DE LA VOLUNTAD DE LA PERSONA IMPUTADA NO VIOLENTA EL DERECHO A LA NO 
AUTOINCRIMINACIÓN. 
 
Hechos: Una persona se negó a proporcionar una muestra de sangre a la fiscalía, que pretendía 
cotejarla con otros indicios biológicos integrados a la investigación. Ante tal negativa, la fiscalía 



9 
 

acudió ante una Jueza de Control, quien autorizó la toma de muestras corporales, incluso en contra 
de la voluntad de la persona inculpada. 
 
Criterio jurídico: Las reglas contenidas en el artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales sobre la toma de muestras de fluidos corporales obtenidas en contra de la voluntad de la 
persona imputada no violentan su derecho a la no autoincriminación, porque la información que 
brindan es ajena a sus intenciones o preocupaciones, e incluso ajena a su capacidad para conocer la 
verdad, y en cambio sirven al juzgador para examinar las proposiciones fácticas que las pruebas 
aportan sin necesidad de aludir a la credibilidad de la persona imputada. 
 
Justificación: El precepto mencionado del Código Nacional de Procedimientos Penales regula la 
toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, 
incluso en contra de la voluntad por parte de quien se requieren, y tratándose de la persona 
inculpada, su obtención no equivale a obligarla a declarar en su contra o autoincriminarse, pues el 
derecho a guardar silencio protege expresiones testimoniales, en tanto que ese tipo de muestras no 
constituyen una expresión de esa naturaleza. 
La toma de muestras de fluidos corporales, no generan información que aluda a la credibilidad de 
la persona imputada, de tal forma que no juega un papel para determinar, por ejemplo, cuál es su 
tipo sanguíneo, si su ADN coincide con aquel que se encontró en el lugar de los hechos, o si su orina 
contiene rastros de narcóticos. En estos casos, el órgano jurisdiccional, al motivar su resolución, no 
se ve en la necesidad de aludir a la credibilidad de la persona imputada para determinar el nivel de 
certeza sobre cualquiera de esas proposiciones. Por esta razón, obligar a una persona inculpada a 
entregar una muestra corporal no constituye un acto equivalente a obligarla a declarar en su contra. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 1034/2019. Armando Morales Cruz. 15 de julio de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de algunas 
consideraciones y por consideraciones adicionales, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2026312 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a. II/2023 (10a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
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TOMA DE MUESTRAS DE FLUIDOS CORPORALES. LA REGULACIÓN PARA OBTENERLAS, AUN EN 
CONTRA DE LA VOLUNTAD DE LA PERSONA QUE DEBA PROPORCIONARLAS, NO CONSTITUYE UN 
ACTO DE TORTURA NI ATENTA CONTRA SU DERECHO A SER TRATADA CON DIGNIDAD. 
 
Hechos: Una persona se negó a proporcionar una muestra de sangre a la fiscalía, que pretendía 
cotejarla con otros indicios biológicos integrados a la investigación. Ante tal negativa, la fiscalía 
acudió ante una Jueza de Control, quien autorizó la toma de muestras corporales incluso en contra 
de la voluntad de la persona inculpada. 
 
Criterio jurídico: Las reglas contenidas en el artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales no son constitutivas de tortura, pues la toma de muestras de fluidos corporales no son actos 
inherentemente crueles, inhumanos o degradantes, ni buscan anular la personalidad o disminuir la 
capacidad física o mental de la persona imputada, por el contrario, persiguen fines 
constitucionalmente válidos, aunado a que su procedencia está supeditada al mecanismo de control 
judicial previo diseñado en la norma, el cual procura proteger la dignidad de las personas. 
 
Justificación: El artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales regula la toma de 
muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, la cual 
constituye una medida que no es inherentemente degradante, pues no cae dentro del criterio de 
gravedad objetivo que contempla el artículo 22 de la Constitución Federal, ya que no se trata de 
mutilación, infamia, marca, azotes, tormento de cualquier especie, ni es una pena inusitada y 
trascendental, aunado a que esa medida constituye un acto de investigación que persigue el 
esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y 
que los daños causados por el delito se reparen. 
 
Asimismo, la toma de muestras de fluidos corporales no tiene como finalidad anular la personalidad 
o disminuir la capacidad física o mental de la persona a la que se requiere, ni desprecia su dignidad, 
sino que busca protegerla, pues el procedimiento de control judicial que impone el párrafo segundo 
del artículo impugnado, funge como mecanismo de regulación constitucional, a través del cual el 
Juez de Control tiene la obligación de negar la práctica de la medida en los siguientes casos: i) cuando 
exista una forma menos lesiva, e igual de eficaz e idónea para esclarecer la circunstancia que se 
pretende probar; ii) cuando la gravedad del delito no justifique la afectación a la integridad del 
investigado; o, iii) cuando su práctica atente contra la dignidad del imputado o ponga en riesgo su 
salud. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 1034/2019. Armando Morales Cruz. 15 de julio de 2020. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de algunas 
consideraciones y por consideraciones adicionales, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro digital: 2026316 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 2/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
USURA. EN CASO DE QUE EL JUZGADOR, DE MANERA JUSTIFICADA, OPTE POR TOMAR COMO 
REFERENTE LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP) PARA CLIENTES NO 
TOTALEROS, A FIN DE VERIFICAR SI SON USURARIOS LOS INTERESES MORATORIOS PACTADOS 
POR PERSONAS FÍSICAS EN UN PAGARÉ, DEBE TOMAR EL VALOR MÁS ALTO DE LOS PUBLICADOS 
POR EL BANCO DE MÉXICO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar en amparo directo, si eran 
o no usurarios los intereses moratorios reclamados en diversos juicios ejecutivos mercantiles, 
derivados de la suscripción de pagarés entre personas físicas, arribaron a decisiones contrarias para 
determinar cuál de los valores reportados (el más alto o el mínimo) debían considerar para la tasa 
de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, que tomaron como 
referente para dicho análisis. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que como 
parte del análisis del fenómeno usurario en el pacto de intereses moratorios derivados de un pagaré 
suscrito entre personas físicas, el juzgador al optar, de manera justificada, por emplear un referente 
distinto al costo anual total (CAT), como lo es la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), 
para clientes no totaleros, debe tomar el valor más alto de los reportados por el Banco de México. 
 
Justificación: En la contradicción de tesis 208/2015, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determinó, respecto al costo anual total (CAT), que debía tomarse como referente su 
valor más alto. Las mismas razones precisadas en la aludida contradicción resultan aplicables para 
la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, en virtud de que 
al igual que el CAT, al tratarse de un indicador relativo al mercado crediticio, en específico, del 
mercado de tarjetas de crédito expedidas por los bancos, el valor más alto que sea reportado 
respecto de aquel índice, generará mayor convicción en el juzgador sobre si la tasa de interés 
moratoria pactada tiene o no visos de excesiva. Ello, si se tiene en cuenta que el análisis que realice 
el juzgador tendrá un punto de comparación que goza de la presunción legal de ser el límite de lo 
que no podría considerarse usurario, conforme a las reglas que rigen para las instituciones bancarias 
en el aludido mercado crediticio. Entonces, el máximo de los valores publicados por el Banco de 
México, no sólo para la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no 
totaleros, sino para cualquier otro referente de ese tipo, al gozar de la mencionada presunción de 
no usuraria, puede ser considerado como un límite que, de no rebasarse, podría descartar la 
sospecha de que, en el pacto de intereses, se hubiese presentado un fenómeno usurario. Ahora que, 
si se toma en cuenta que ese valor máximo es el determinado únicamente para los intereses 
ordinarios, entonces, para el supuesto de los intereses moratorios, menor sería la probabilidad de 
que los convenidos, al acercarse a ese límite o, incluso, rebasarlo cercanamente, puedan dar la 
apariencia de ser usurarios, en atención a que, la fijación de estos últimos, suele ser de mayor 
cuantía a la de los ordinarios, al tratarse de una penalización por el pago inoportuno o falta de pago 



12 
 

del importe pactado. Ahora que, en el supuesto de que tales intereses moratorios superen 
cercanamente el aludido valor máximo, el juzgador habría que tener en cuenta otros parámetros 
para determinar en qué proporción ese margen de exceso podría disipar o no la sospecha sobre lo 
usurario de esos réditos. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 215/2022. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de noviembre de 2022. 
Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero por diversas consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo 
directo civil 334/2021, en el que consideró que resultaba más adecuado acudir como referente a la 
tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, pues ésta refleja los 
réditos o compensación que, en promedio, se cobran en los préstamos del mercado de las tarjetas 
de crédito de aceptación generalizada y se asemeja al adeudo documentado en un título 
quirografario, como lo es el pagaré, en cuanto al riesgo de impago asumido por el acreedor. Y se 
señaló que la tasa-referente debía ser la que correspondiera a la fecha más próxima a la suscripción 
del documento, la que reportara el valor más alto para operaciones similares y, cuyo límite, se 
aproximara más al monto del crédito litigioso, sólo como un referente para identificar la usura (no 
como un indicador objetivo único), conjuntamente con el resto de los parámetros guía establecidos 
en jurisprudencia de esta Primera Sala; 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos directos 315/2017, 843/2017 y 50/2018, los cuales son algunos de los asuntos que dieron 
origen a la tesis jurisprudencial VII.1o.C. J/15 (10a.), de título y subtítulo: "USURA. TRATÁNDOSE DE 
TÍTULOS DE CRÉDITO SUSCRITOS EN FAVOR DE UN PARTICULAR, CUYAS ACTIVIDADES NO SE 
EQUIPAREN A LAS DE LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS, PARA EL ANÁLISIS DE LO NOTORIAMENTE 
EXCESIVO DE LOS INTERESES PACTADOS EN AQUÉLLOS, EL JUZGADOR PUEDE TOMAR EN CUENTA 
COMO PARÁMETRO LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP) REGULADA POR 
EL BANCO DE MÉXICO, CONJUNTAMENTE CON LOS PARÁMETROS GUÍA ESTABLECIDOS EN LA 
JURISPRUDENCIA DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
RELATIVA AL EXAMEN DE AQUÉLLA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 61, diciembre de 2018, Tomo II, página 953, con número de registro digital: 
2018865; y, 
 
El sostenido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 101/2020, el cual dio origen a la tesis aislada I.8o.C.88 C (10a.), de rubro: "USURA. 
AL ANALIZARLA RESPECTO DE UN PAGARÉ CELEBRADO ENTRE PERSONAS FÍSICAS, DEBE APLICARSE 
LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP), PARA CLIENTES NO TOTALEROS Y 
CALCULARSE LA MÁS BAJA."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
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junio de 2021 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 
Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo V, página 5189, con número de registro digital: 2023213. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de enero de dos mil veintitrés.  
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 208/2015 citada, 
aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 39, 
Tomo I, febrero de 2017, página 229, con número de registro digital: 26979. 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026322 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 70/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
AUTORÍA INDETERMINADA Y COAUTORÍA EN LA COMISIÓN DE UN DELITO. ELEMENTOS PARA SU 
DIFERENCIACIÓN. 
 
Hechos: Una persona fue considerada penalmente responsable del delito de homicidio agravado 
porque con cuatro personas más, y sin acuerdo entre ellas, agredieron a la víctima causándole la 
muerte. Según las constancias respectivas, el fallecimiento se debió al traumatismo 
craneoencefálico que le produjeron al golpearla con varios objetos contundentes (tubo, tabiques y 
piedras). Al no poderse determinar el daño que cada uno de ellos produjo, el peticionario del 
amparo fue sentenciado como "autor indeterminado" en términos del artículo 26 del Código Penal 
para el Distrito Federal, ahora Ciudad de México. Inconforme con esa decisión, promovió un juicio 
de amparo directo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que los 
elementos diferenciadores de la autoría indeterminada y la coautoría en la comisión de un delito 
son, a saber, que en la autoría indeterminada o responsabilidad correspectiva los intervinientes 
despliegan conductas potencialmente eficaces para la consecución del resultado típico, sin que 
medie acuerdo entre ellos; mientras que en la coautoría sí se requiere de un plan común, siendo 
éste el elemento que permite su diferenciación. 
 
Justificación: La determinación de la responsabilidad penal es una cuestión complicada. Esa 
complejidad se incrementa cuando en la comisión de un injusto doloso intervienen varios sujetos, 
tornándose extremadamente difícil determinar si ese grupo de personas, sin mediar acuerdo 
alguno, despliegan individualmente acciones potencialmente eficaces para afectar el bien jurídico. 
En ocasiones, y por la propia mecánica delictiva, resulta materialmente imposible saber el daño que 



14 
 

cada agresor produce, como sucedió en el caso concreto, al ser imposible conocer cuál de los sujetos 
activos causó el indicado traumatismo craneoencefálico, el cual fue considerado como la lesión 
mortal. Para hacer frente a esa clase de situaciones, el legislador incorporó la figura de la autoría 
indeterminada, también llamada responsabilidad correspectiva, a la cual se asocia una pena menor. 
Esta forma de intervención es distinta de la coautoría, pues en esta última se requiere de un plan 
común, el cual permite afirmar que todos los involucrados en la ejecución actúan con dominio 
funcional del hecho y deben responder del resultado producido en la medida de su propia 
culpabilidad, sin que sea irrelevante para el fincamiento de la responsabilidad penal 
correspondiente determinar con exactitud el daño que cada coautor produce. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 3595/2021. Víctor Hugo Alaguna Castañeda. 16 de febrero de 2022. 
Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis de jurisprudencia 70/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecinueve de abril de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026330 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 66/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
CAPITALIZACIÓN DE INTERESES POR EL INCUMPLIMIENTO EN EL PAGO DE LA SUMA ASEGURADA. 
EL ARTÍCULO 276, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS QUE LA 
PREVÉ, ES CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Dos personas promovieron juicio ordinario mercantil en contra de una compañía de 
seguros. En segunda instancia se condenó a la aseguradora al pago de lo solicitado y, en caso de 
incumplimiento, debería cubrir los intereses moratorios, en términos del artículo 276, fracción II, de 
la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas. El Juez resolvió un incidente en el que estableció los 
montos por intereses moratorios y por suerte principal, la cual fue modificada en apelación en 
cuanto al monto de las cantidades. En contra de esa última resolución de apelación, la aseguradora 
promovió un juicio de amparo indirecto en el que alegó la inconstitucionalidad del referido 
precepto, bajo el argumento de que prevé la capitalización de intereses. El Juez de Distrito del 
conocimiento consideró constitucional el referido precepto y concedió el amparo por el acto de 
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aplicación. En contra de esta resolución, la parte quejosa interpuso revisión y el Tribunal Colegiado 
del conocimiento envió el recurso a esta Suprema Corte para conocer sobre dicho planteamiento 
de constitucionalidad. 
 
Criterio jurídico: La capitalización de intereses regulada por el artículo 276, fracción II, de la Ley de 
Instituciones de Seguros, como parte de la indemnización que corresponde a los beneficiarios por 
la falta de cumplimiento oportuno de las obligaciones a cargo de la aseguradora, es constitucional. 
 
Justificación: Se ha determinado que la capitalización de intereses en el caso de las convenciones 
mercantiles, con sustento en la libertad contractual, es una figura con validez constitucional, la cual 
tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la 
propiedad de otro, y que no se genere un interés excesivo derivado de la citada capitalización. 
En el artículo 276, fracción II, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, el legislador impuso 
la figura de la capitalización de intereses con la finalidad de evitar que el incumplimiento de la 
aseguradora se constituya en un abuso en contra de los beneficiarios al retardar el cumplimiento de 
sus obligaciones; por lo que no puede considerarse que a través de la capitalización se dé un 
enriquecimiento sin causa justa a favor de los consumidores, sino como una protección para 
garantizar la entrega oportuna de la suma asegurada y sus accesorios, con lo que se genera 
seguridad para los contratantes en la realización efectiva de sus obligaciones. 
Lo anterior permite que las personas afectadas por el incumplimiento de la aseguradora, vean 
resarcidos en forma íntegra los daños y perjuicios que les causa el pago tardío. 
Además, la capitalización de intereses funge como un elemento encaminado a desincentivar las 
conductas contumaces de las compañías de seguros y así evitar mayores perjuicios a los usuarios de 
este tipo de servicios, aunado a que con ello se procura que el seguro cumpla con la función de 
resarcir los daños ocasionados cuando ya hay certidumbre sobre el derecho que asiste a los 
beneficiarios. 
De ahí que el fin perseguido con la imposición de pago de la capitalización de intereses, prevista en 
el artículo 276, fracción II, de la Ley de Instituciones de Seguros, sea constitucional. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 118/2021. Seguros Monterrey, New York Life, S.A. de C.V. 27 de octubre de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó que estaba con el 
sentido pero se separó de algunos párrafos, además tuvo consideraciones adicionales y reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: María Elena Corral Goyeneche y Norma 
Leonor Morales González. 
 
Tesis de jurisprudencia 66/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de abril de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

Registro digital: 2026334 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 
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Materias(s): Civil, Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 64/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO HUMANO A LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. CONSTITUYE UNA GARANTÍA 
ESTATAL Y UN ASUNTO DE INTERÉS PÚBLICO, AUN TRATÁNDOSE DE ACUERDOS REPARATORIOS 
QUE PONEN FIN A LA ACCIÓN PENAL. 
 
Hechos: Una persona reclamó la declaración de responsabilidad civil y la reparación integral del 
daño derivado de un accidente en el que un hombre ocasionó la muerte del padre de familia, así 
como el cumplimiento del contrato de seguro del demandado. El Juez de Primera Instancia 
determinó la responsabilidad civil y condenó al hombre y a la aseguradora solidariamente al pago 
de una indemnización, de la que debía deducirse el monto cubierto en el acuerdo reparatorio que 
le puso fin a la causa penal respectiva a fin de lograr la reparación integral, lo que fue confirmado 
en la apelación. La aseguradora promovió juicio de amparo directo en contra de esta determinación, 
el cual fue concedido porque el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento estimó que la actora 
no contaba con legitimación para acudir a la vía civil al no haberse reservado este derecho en el 
acuerdo reparatorio. Inconforme, la parte tercera interesada interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que en la 
celebración de los acuerdos reparatorios existe una obligación reforzada de la Fiscalía y de las y los 
Jueces de Control involucrados en el procedimiento penal de asegurarse que las partes encuentren 
una solución adecuada y proporcional del conflicto, de acuerdo con las condiciones personales, del 
hecho y con la reparación del daño; y que suscriban con la información completa de sus efectos y 
sin violencia o intimidación alguna, pues sólo así puede estimarse válidamente que fue su voluntad 
la extinción de la acción penal, especialmente, tratándose de grupos en situación de vulnerabilidad. 
De esta forma, aun tratándose de medios autocompositivos, el derecho a la reparación integral del 
daño implica una garantía estatal que se traduce en el deber de las autoridades de verificar 
diligentemente la proporcionalidad y el efecto reparador de las obligaciones pactadas y de su 
cumplimiento, en el que debe prevalecer el mayor resarcimiento posible de la dignidad humana de 
la parte agraviada. 
 
Justificación: En este esquema autocompositivo de solución de controversias, las partes renuncian 
a someterse a un juicio penal tradicional a través de la aceptación del imputado de su 
responsabilidad y su obligación a satisfacer el derecho humano de las víctimas u ofendidos a la 
reparación integral. Debido a la importancia de los bienes jurídicos en juego y a que las partes 
usualmente no son peritos en la materia, las autoridades involucradas en el procedimiento penal 
son las encargadas de vigilar que las negociaciones sean justas, proporcionales, en igualdad de 
condiciones y con un efecto resarcitorio para los afectados, pues los acuerdos reparatorios no 
pueden llegar al extremo de considerarse un asunto privado aun tratándose de medios 
autocompositivos. En este sentido, las personas juzgadoras tienen la obligación de identificar 
situaciones de poder y desigualdad que resulten en obligaciones desproporcionadas como una 
cuestión de interés público para la celebración de un acuerdo reparatorio y salvaguardar el derecho 
humano a la reparación integral. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 1329/2020. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones y reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Tesis de jurisprudencia 64/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de abril de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026335 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 63/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO HUMANO A LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. SU RECLAMO A TRAVÉS DE UNA 
ACCIÓN DE RESPONSABILIDAD CIVIL ES DE NATURALEZA RESARCITORIA Y AUTÓNOMA A LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO DERIVADA DE UN PROCEDIMIENTO PENAL [INTERRUPCIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 43/2014 (10a.)]. 
 
Hechos: Una persona reclamó la declaración de responsabilidad civil y la reparación integral del 
daño derivado de un accidente en el que un hombre ocasionó la muerte del padre de familia, así 
como el cumplimiento del contrato de seguro del demandado. El Juez de Primera Instancia 
determinó la responsabilidad civil y condenó al hombre y a la aseguradora solidariamente al pago 
de una indemnización, de la que debía deducirse el monto cubierto en el acuerdo reparatorio que 
le puso fin a la causa penal respectiva a fin de lograr la reparación integral, lo que fue confirmado 
en la apelación. La aseguradora promovió juicio de amparo directo en contra de esta determinación, 
el cual fue concedido porque el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento estimó que la actora 
no contaba con legitimación para acudir a la vía civil al no haberse reservado este derecho en el 
acuerdo reparatorio. Inconforme, la parte tercera interesada interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
derecho a la reparación integral es un derecho humano irrenunciable que puede exigirse a través 
de la responsabilidad civil extracontractual, pues consiste en una figura esencial de naturaleza 
resarcitoria para todo aquel que ha resentido un hecho ilícito y constituye una acción autónoma de 
la reparación del daño derivada de un delito. Luego, la sanción penal de reparar el daño causado 
por la comisión de un delito y la responsabilidad civil derivada de la obligación de no dañar a otros 
son acciones diversas e independientes que, aunque pudieran contar con el mismo hecho ilícito 
generador, constituyen reclamos autónomos con distintas disposiciones aplicables y estándares de 
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prueba. Por lo tanto, estas acciones pueden operar en conjunto hasta lograr la integralidad de la 
reparación posible para la parte agraviada, en el que el ejercicio de la acción y una eventual condena 
deben valorarse por sus propios méritos, lo que conlleva abandonar el criterio establecido en la 
jurisprudencia 1a./J. 43/2014 (10a.), de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. POR REGLA 
GENERAL ES IMPROCEDENTE SI YA SE CUBRIÓ LA INDEMNIZACIÓN DETERMINADA EN UN PROCESO 
PENAL PARA REPARAR EL DAÑO." 
 
Justificación: El derecho a la reparación integral o a la justa indemnización, contenido en el artículo 
63.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ha trascendido de un carácter 
sancionatorio a centrarse en el derecho humano de las víctimas al resarcimiento de las violaciones 
sufridas. Este derecho debe ser garantizado por el Estado, lo que implica su satisfacción incluso con 
medidas de diversa naturaleza de manera simultánea, pues un solo hecho ilícito puede tener un 
impacto multidimensional en diversos derechos humanos y por ende requerir de acciones 
complementarias para lograr una reparación integral. De esta forma, los efectos de la comisión de 
un hecho ilícito pueden persistir después de la culminación de un procedimiento penal, lo que 
justificaría la adjudicación de la responsabilidad civil extracontractual derivada de la generación de 
un daño y evidencia la autonomía de esta acción. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 1329/2020. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones y reservó 
su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Fernando Sosa Pastrana y Néstor Rafael Salas Castillo. 
 
Nota: Esta tesis interrumpe la citada jurisprudencia 1a./J. 43/2014 (10a.), publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, agosto de 2014, Tomo I, página 478, 
con número de registro digital: 2007292. 
 
Tesis de jurisprudencia 63/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de abril de dos mil veintitrés. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de abril de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026336 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Constitucional 

Tesis: 1a. IX/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
 



19 
 

EXTORSIÓN AGRAVADA. EL ARTÍCULO 204 BIS, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO 
PENAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, QUE PREVÉ LA PENA PARA ESTE DELITO, VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
 
Hechos: Tres personas fueron sentenciadas por el delito de extorsión agravada, se les impuso la 
pena mínima de treinta años de prisión que prevé para ese delito el artículo 204 Bis, párrafo 
segundo, fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, resolución que fue confirmada en 
apelación. En contra de esta sentencia, se promovió amparo directo en el que se planteó la 
inconstitucionalidad de dicho precepto al violar el artículo 22 constitucional. El Tribunal Colegiado 
de Circuito del conocimiento desestimó el argumento de inconstitucionalidad y negó el amparo. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la pena 
de treinta a setenta años de prisión establecida para el delito de extorsión agravada, prevista en el 
artículo 204 Bis, párrafo segundo, fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, no es 
proporcional con la lógica de niveles ordinales del grupo de delitos al que pertenece y, por ende, 
transgrede el principio de proporcionalidad de las penas a que se refiere el artículo 22 
constitucional. 
 
Justificación: Esta Primera Sala ha precisado que el legislador en materia penal tiene un amplio 
margen de libertad para diseñar el rumbo de la política criminal. Esto es, para elegir los bienes 
jurídicamente tutelados, las conductas típicas antijurídicas y las sanciones penales, de acuerdo con 
las necesidades sociales del momento histórico respectivo. Sin embargo, al configurar las leyes 
penales, debe respetar el contenido de diversos principios constitucionales, dentro de los cuales se 
encuentra el de proporcionalidad de las penas. Por esa razón, las y los jueces constitucionales al 
examinar la validez de las leyes penales deben analizar que exista proporción suficiente entre la 
cuantía de la pena y la gravedad del delito cometido. Esta Primera Sala ya ha destacado las bondades 
de llevar a cabo un método comparativo en términos ordinales con el fin de verificar la 
proporcionalidad de las penas. Este tipo de examen consiste en realizar un contraste del delito y la 
pena cuya proporcionalidad se analiza con las penas previstas por el propio legislador para otros 
delitos encaminados a proteger los mismos bienes jurídicos. Ahora bien, la punibilidad de treinta a 
setenta años de prisión se establece en el artículo 204 Bis, segundo párrafo, fracción I, del Código 
Penal del Estado de Chihuahua, el cual se ubica en el Título Décimo Segundo denominado "Delitos 
contra la paz, la seguridad de las personas y la inviolabilidad del domicilio". Así, al realizar una 
comparación con las punibilidades de los delitos regulados en dicho título, se concluye que el delito 
de extorsión agravada es el que tiene mayor penalidad al contemplar de treinta a setenta años de 
prisión. Todos los demás delitos y/o sus agravantes cuentan con penas notoriamente inferiores a la 
impugnada. El delito que tiene la punibilidad más elevada después del delito de extorsión agravada 
es el de extorsión simple, el cual contempla de cinco a treinta años de prisión. Esto es, una sexta 
parte en su mínimo y cuarenta años menos de la pena máxima prevista para el delito de extorsión 
agravada. En ese sentido, se advierte una falta de proporcionalidad entre la punibilidad del delito 
de extorsión agravada con relación al resto que también persiguen la protección de bienes jurídicos 
iguales: la paz, la seguridad de las personas y la inviolabilidad del domicilio. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 6089/2021. Lucio Francisco López Maldonado y otro. 1 de junio de 2022. 
Mayoría de tres votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministro Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, quien formuló voto particular y Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2026341 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a. X/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 
PRINCIPIOS DE IMPARCIALIDAD E INMEDIACIÓN. CUALQUIER CONOCIMIENTO EN ETAPA PREVIA 
POR PARTE DEL JUEZ DE ENJUICIAMIENTO, IMPLICA SU VULNERACIÓN. 
 
Hechos: La parte quejosa promovió una demanda de amparo directo en contra de una sentencia, 
en la que señaló que la Juez de Enjuiciamiento había conocido del proceso durante la etapa inicial. 
El Tribunal Colegiado declaró infundado el concepto de violación bajo la justificación: que si bien la 
Juez de la Causa actuó en etapas preliminares a juicio, su actuación sólo fue en un ámbito 
administrativo. Ante la negativa del amparo, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, del cual 
conoce este Alto Tribunal. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, el 
solo hecho de haber conocido o participado del asunto en alguna etapa previa a juicio, implica la 
pérdida de imparcialidad en su vertiente objetiva y, por tanto, vulnera el principio de inmediación 
aun cuando no hubiera hecho un pronunciamiento sobre datos o medios de prueba. Sin que pueda 
argumentarse como excepción el conocimiento administrativo o jurisdiccional. 
 
Justificación: Esta Suprema Corte ha determinado que con el propósito de que lo que decida el 
contenido de la sentencia definitiva sea el fruto de una limpia e igualitaria contienda procesal, 
contemplada y valorada por el tribunal sentenciador con garantías de plena imparcialidad objetiva, 
el artículo 20 constitucional en su fracción IV, señala que los juzgadores que intervinieron durante 
el proceso previo a la etapa de enjuiciamiento no puedan intervenir en la decisión sobre el fondo 
del asunto. Pues aun y cuando en la etapa previa no hubiera hecho un pronunciamiento sobre datos 
de prueba, el haber intervenido, no preserva la objetividad del juzgador que inspire la confianza 
necesaria a las partes y a los ciudadanos en una sociedad democrática. Este criterio significa una 
evolución al establecido en el que se determinó que es atentatorio al principio de inmediación el 
que dos o más jueces conozcan de una misma etapa, en este caso, también es violatorio a ese 
principio, cuando un juzgador conozca en más de una etapa; y no podrá argumentarse como 
excepción el conocimiento administrativo o jurisdiccional. Esta misma dinámica argumentativa 
también trastoca el principio de imparcialidad, dado que existe una interseccionalidad con el 
principio de inmediación, de ahí su afectación. 
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PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 1345/2022. 9 de noviembre de 2022. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente en el que se 
separa de las consideraciones contenidas en la< presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2023 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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